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CIRCULAR N° 29-2023

DE:	Licda. Adriana Esquivel Sanabria
              	Jefe a.í, Departamento de Proveeduría 

PARA:	Administradores de Centros de Responsabilidad, Centros Gestores y personas usuarias en general que ejecutan compras.

ASUNTO:	Aclaración sobre vinculación de los proyectos de obra pública a las directrices de MIDEPLAN

FECHA:	24 de febrero de 2023 


Estimados compañeros (as) encargados (as) de Centros de Responsabilidad y personas usuarias en general que tramitan contrataciones, se informa que de acuerdo con lo informado en la circular 23-2023 “Guía para la confección de la Decisión Inicial para la ejecución de contrataciones de Obra Pública” y conforme el criterio N° 63-DJ/CAD-2023 emitido por la Dirección Jurídica el pasado 15 de febrero, se determina que:

“…no existe incompatibilidad normativa entre la Ley General de Contratación Pública N° 9986 y el Reglamento para el funcionamiento del Sistema Nacional de Inversión Pública (SNIP), Decreto Ejecutivo N° 43251-PLAN, pues ambas normas en lugar de contradecirse se complementan entre sí, por lo que no podemos hablar de una identidad normativa en el ámbito de regulación material, espacial, temporal y personal, dado que su contenido y alcances deben de ser claramente entendidos, y en este sentido, el artículo 37 de la Ley General de Contratación Pública, y su relación con los numerales 86 y 172 del Reglamento a la Ley General de Contratación Pública, expresan que cuando deba tramitarse un contrato de obra pública nueva o nuevos proyectos de obra pública, bajo una licitación mayor, el proyecto deberá estar formulado y evaluado según las guías del Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (Mideplán) e inscrito y actualizado en el Banco de Proyectos de Inversión Pública (BPIP), cuando así corresponda; sin embargo, para el caso específico del Poder Judicial, no existe dicha obligación, por cuanto el Reglamento para el funcionamiento del Sistema Nacional de Inversión Pública (SNIP), Decreto Ejecutivo N° 43251-PLAN, dispone que el Poder Judicial está fuera de su cobertura, razón por la cual no le resultan de obligada observancia las guías, normas técnicas, directrices ni disposiciones en ese sentido, y en consonancia con ello, tampoco está en el deber de inscribir y actualizar dichos proyectos en el Banco de Proyectos de Inversión Pública. Ello tiene todo sentido, pues la razón lógica y consecuente, entre muchas otras, radica en la independencia judicial que goza este Poder de la República, la cual se vería gravemente afectada sí el Poder Judicial tuviese que someterse a disposiciones que incidirían su la organización y funcionamiento, en tanto otorga competencias para la autoridad presupuestaria respecto de este y además vincula el presupuesto institucional y planes estratégicos al Plan Nacional de Desarrollo y el Sistema Nacional de Inversión Pública. 

Por otra parte, relacionado con la consulta, el artículo 172 incisos g) y h) del Reglamento a la Ley Genera de Contratación Pública N° 43808-H, bajo las mismas consideraciones dadas anteriormente para los contratos de obra, promovidos bajo una licitación menor o reducida en el caso particular del Poder Judicial, no le serán aplicables las disposiciones emitidas por el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN) con respecto a la regulación sobre la formulación y evaluación de proyectos de inversión pública, ni tampoco deben inscribirse en el Banco de Proyectos de Inversión Pública (BPIP)…”

En virtud de lo anterior, no será necesario atender lo regulado en los artículos 37 de la Ley General de Contratación Pública (LGCP) y 86, 172 incisos g) h) i) j), 178 y 179 del Reglamento a la Ley General de Contratación Pública (RLGCP), respecto de la vinculación directa de los proyectos de obra pública institucionales con el Plan Nacional de Desarrollo, el Plan Nacional de Inversión Pública, los Planes Estratégicos Sectoriales, así como con el Plan Nacional de Compra Pública, así como con la formulación y evaluación de este tipo de proyectos con las guías del Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN) e inscripción de estos en el Banco de Proyectos de Inversión Pública (BPIP), para tramitar cualquier tipo de contratación de obra pública institucional, por tanto una vez que las oficinas usuarias dispongan del oficio de Decisión inicial confeccionado acorde con las directrices giradas en la circular 23-2023 podrán remitirlo a trámite tanto de esta Proveeduría como de la Administración Regional según corresponda.
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